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RECURSO 123/2026 
RESOLUCIÓN 174/2026 
 
 
Resolución 174/2026, de 23 de julio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se estima 
parcialmente el recurso especial en materia de contratación 
interpuesto por Extintores y Recargas, S.L. contra la adjudicación del 
contrato de servicio de mantenimiento de detección, protección y 
extinción de los sistemas contra incendios en los edificios de la 
Universidad de León y detección de gases combustibles en 
laboratorios (expediente SER025/2025). 
 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- El 5 de mayo de 2026 la rectora de la Universidad de León 

(ULE) adjudica a Luna, S.L. de Material Contra Incendios (Luna, S.L.) el 
contrato para la prestación del servicio de mantenimiento de detección, 
protección y extinción de los sistemas contra incendios en los edificios de la 
Universidad de León y detección de gases combustibles en laboratorios 
(expediente SER025/2025). La resolución de adjudicación se publica en la 
Plataforma de Contratación del Sector Público (PLACSP) en la misma fecha.  

 
Segundo.- El 18 de mayo de 2026 Extintores y Recargas, S.L., 

representada por D. yyy, interpone recurso especial en materia de contratación 
contra la adjudicación.  

 
Fundamenta su recurso, por un lado, en el incumplimiento de la cláusula 

8 del pliego de prescripciones técnicas (PPT), que establece las condiciones de 
la “Comprobación previa de las instalaciones” como requisito para poder 
formular oferta en la licitación, alegando que la adjudicataria no compareció 
en la fecha indicada en el PPT para realizar la visita (22 de octubre de 2025), 
interesando que el órgano de contratación acredite con precisión y de forma 
verificable el cumplimiento íntegro del requisito (solicitud previa por email, 
asistencia en fecha y condiciones indicadas, firma y emisión del certificado de 
visita por personal competente y presentación en el sobre procedente), por 
existir dudas sustanciales sobre la regularidad de su cumplimiento material.  
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Por otra parte, alega la falta de motivación suficiente de la adjudicación 
y de la aceptación de la oferta anormalmente baja de la adjudicataria, lo que 
le ocasiona indefensión material, máxime cuando la Resolución 55/2026, de 
12 de marzo (recurso 15/2026), de este Tribunal, anuló la resolución de 
adjudicación de 13 de enero de 2026 precisamente por falta de motivación de 
la aceptación de la oferta anormalmente baja. Afirma que la adjudicación no 
incorpora la nueva justificación de baja del adjudicatario, el nuevo informe 
técnico motivado tras la retroacción y en análisis de las partidas críticas 
señaladas en la Resolución 55/2026, la comparación razonada entre la primera 
y la segunda justificación y su coherencia con el PPT y la motivación de que la 
estructura de costes y el modo de ejecución no conducen a una ejecución 
incompatible con obligaciones laborales, medioambientales y de subcontratación, 
sin que baste una motivación estereotipada o meramente conclusiva.  

 
Por todo ello, solicita que se anule la adjudicación y se ordene la 

retroacción de actuaciones para una nueva valoración motivada de la oferta 
anormalmente baja.  

 
Tercero.- Se ha recibido en este Tribunal el expediente y el informe 

del órgano de contratación de 20 de mayo de 2026, en el que solicita la 
desestimación del recurso.  

 
Cuarto.- Se ha dado traslado del recurso a la adjudicataria (Luna, S.L.) 

que ha presentado alegaciones el 2 de junio de 2026 en las que se opone al 
recurso y solicita su desestimación.  

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, 
de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- La recurrente está legitimada para interponer el recurso, de 

conformidad con el artículo 48 de la LCSP, y ha quedado debidamente 
acreditada la representación con la que actúa.  
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El recurso se ha interpuesto contra la adjudicación de un contrato de 
servicios cuyo valor estimado asciende a 414.100 euros, superior a 100.000 
euros y susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de contratación, 
conforme al artículo 44.1.a) y 2.c) de la LCSP. 

 
El recurso contra la adjudicación se ha presentado en el plazo previsto 

en el artículo 50.1.d) de la LCSP. 
 
3º.- En cuanto al fondo del asunto, la recurrente alega, en primer lugar, 

que la adjudicataria ha incumplido lo dispuesto en la cláusula 8 del PPT, 
relativa a la “Comprobación previa de las instalaciones”. Concretamente, 
cuestiona que la adjudicataria haya realizado y acreditado con su oferta la 
visita preceptiva de las instalaciones (previa a la formulación de la oferta) en 
la fecha establecida en el PPT y que ello supone un incumplimiento 
insubsanable de las condiciones de la licitación que debe conducir a la 
exclusión o rechazo de su oferta.  

 
Pues bien, este motivo del recurso debe ser desestimado puesto que 

este incumplimiento ya fue alegado por la recurrente y desestimado en la 
Resolución 55/2026, de 12 de marzo, que estimó el recurso contra la 
adjudicación de este mismo contrato acordada por resolución de 13 de enero 
de 2026. Según la resolución dictada por este Tribunal: 

 
“(...) resulta del expediente de contratación que la visita de las 

instalaciones sí se realizó, ya que consta incorporado al mismo el certificado 
de visita de las instalaciones del que resulta que esa visita se realizó el 6 de 
noviembre de 2025. La adjudicataria, en sus alegaciones al recurso, también 
indica que visitó las instalaciones en esa fecha y considera que la recurrente 
incurre en un error fáctico en cuanto al primer motivo de su recurso.  

 
»Por otra parte, que la visita se haya realizado en una fecha 

distinta de la prevista en el PPT no puede considerarse un incumplimiento del 
pliego que deba conducir a la exclusión de la oferta formulada ni permite 
concluir a priori que la oferta presentada no sea adecuada a las necesidades 
existentes o que no se ajuste a las exigencias técnicas del PPT.  

 
»Así, el pliego se limita a indicar que la visita `está prevista para 

el día 22 de octubre de 2025 previa solicitud por correo electrónico´. Pero 
también debe tenerse en cuenta que el Anexo I (`Instalaciones PCI ULE´) del 
PPT, publicado con el anuncio de licitación, incorpora una relación detallada 
de las instalaciones y elementos objeto de mantenimiento y que el propio PPT 
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dispone que será con posterioridad a la adjudicación cuando la empresa 
adjudicataria presente un `Informe técnico valorado´ con la descripción 
concreta de las deficiencias observadas, para lo cual se prevé que `deberá 
realizar un examen de cada una de las instalaciones, comprobando la 
documentación disponible y las condiciones de funcionamiento en que se 
encuentran´. El propio PCAP, al indicar el contenido de la `memoria técnica 
descriptiva´, que es uno de los criterios de adjudicación en el apartado J del 
cuadro de características, también prevé que la misma debe referirse, entre 
otros aspectos, a la ̀ planificación y tipo de informe (se adjuntará en un anexo) 
para realizar, dentro del primer mes del contrato, un informe de la situación 
de las instalaciones (estado general, fotografías, patologías o anomalías 
observadas. Este trabajo se llevará a cabo acompañado por personal técnico 
de la Universidad de León, una vez resulte adjudicatario, pero en esta fase de 
licitación debe describirse brevemente lo aquí solicitado) (…)´. 

 
»Por otra parte, que la visita se haya realizado el 6 de noviembre 

de 2025 en lugar del 22 de octubre tampoco aporta a la adjudicataria ninguna 
ventaja competitiva sobre la recurrente, sino que más bien sería lo contrario, 
al disponer aquella de menos tiempo desde la visita para la preparación de su 
oferta. Precisamente, la previsión de una fecha para la visita es coherente con 
lo dispuesto en el artículo 136.3 de la LCSP, que dispone lo siguiente: ̀ Cuando 
las proposiciones solo puedan realizarse después de una visita sobre el terreno 
o previa consulta «in situ» de la documentación que se adjunte al pliego, los 
plazos mínimos para la presentación de las ofertas y solicitudes de 
participación que establece esta Ley, se ampliarán de forma que todos los que 
interesados afectados puedan tener conocimiento de toda la información 
necesaria para preparar aquellas´. 

 
»Por consiguiente, realizada la visita con anterioridad a la 

presentación de la proposición y certificado este extremo por la Universidad 
de León, no puede considerarse incumplido el PPT ni vulnerada la igualdad de 
los licitadores, puesto que la finalidad del establecimiento de una fecha 
concreta para la visita es facilitar la preparación de la oferta por los licitadores 
con antelación suficiente a la finalización del plazo de presentación de ofertas 
y no establecer una fecha de visita obligatoria e inamovible”. 

 
Tal resolución, al no constar que se haya recurrido en vía judicial, ha 

adquirido firmeza. Sobre ello, este Tribunal, en la Resolución 29/2023, de 23 
de febrero, entre otras, ha señalado lo siguiente: 
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“Al respecto, debe recordarse que el artículo 59 de la LCSP 
establece expresamente que contra la resolución dictada en este procedimiento 
de recurso solo cabrá la interposición de recurso contencioso-administrativo, 
y que `no procederá la revisión de oficio de la resolución ni de ninguno de los 
actos dictados por los órganos competentes para la resolución del recurso´.  

 
»Como consecuencia de ello, la recurrente no puede pretender a 

través de la vía del recurso especial, una revisión de lo ya resuelto por este 
Tribunal. Si no está de acuerdo con las resoluciones adoptadas por el órgano 
de contratación puede recurrirlas ante el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo, pero en modo alguno puede pretender reproducir el objeto de 
un recurso ya resuelto en otro posterior e independiente. Las resoluciones 
firmes producen efectos de cosa juzgada en relación con el recurso sometido 
al conocimiento de este Tribunal, el cual, por un principio de seguridad jurídica, 
no puede pronunciarse sobre extremos ya resueltos. 

 
»Este es el criterio de, entre otras, las Resoluciones 25/2012 y 

64/2013, de este Tribunal, que mantiene la doctrina de la práctica totalidad 
de los Tribunales de Recursos Contractuales (por todos, la Resolución Tribunal 
Administrativo Central de Recursos Contractuales 195/2012; Resoluciones del 
Tribunal Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid 
31/2011, 95/2012 y 13/2013 y Resolución del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Andalucía 256/2012). 

 
»En este sentido la Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de 

junio de 1997 indica que las resoluciones que concluyen los procedimientos 
administrativos tienen `paralelamente a la sentencias jurisdiccionales firmes, 
los mismos efectos de la cosa juzgada formal (imposibilidad de impugnación 
dentro de un mismo procedimiento de lo ya resulto o juzgado) y de la cosa 
juzgada material, tanto positiva (o prejudicial) como negativa (o excluyente 
de la posibilidad de volver a plantear, en un nuevo procedimiento, lo ya 
finiquitado en otro anterior, con elementos subjetivos y objetivos idénticos)´. 

 
»En conclusión, las alegaciones ahora esgrimidas por la 

recurrente son esencialmente una reproducción de argumentos ya planteados, 
por lo que concurre la excepción de cosa juzgada administrativa”.  

 
En consecuencia, este primer motivo del recurso debe ser desestimado.  
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4º.- En segundo lugar, la recurrente considera que la resolución de 
adjudicación no está suficientemente motivada ni se motiva adecuadamente 
la aceptación de la oferta anormalmente baja de la adjudicataria. 

 
Al respecto, resulta del expediente de contratación que la oferta 

económica de la adjudicataria asciende a 69.685 euros, IVA excluido, y que es 
anormalmente baja, de conformidad con los criterios establecidos en el cuadro 
de características del PCAP, al ser inferior en más de 20 unidades porcentuales 
a la otra oferta presentada, que es la de la recurrente y asciende a 98.000 
euros. Esto supone una baja del 28 % aproximadamente respecto a la oferta 
superior. El presupuesto de licitación es de 101.000 euros, IVA excluido, y ha 
sido fijado a tanto alzado por el órgano de contratación, que desglosa ese 
importe en costes directos (81 %), indirectos (13 %) y beneficio industrial (6 
%). 

 
Asimismo, resulta del expediente remitido que la mesa de contratación 

requirió a Luna, S.L. para que justificara su oferta anormalmente baja, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 149.4 de la LCSP.  

 
Este requerimiento fue atendido por la adjudicataria, que expone en la 

justificación presentada de forma detallada el personal adscrito al contrato, los 
medios técnicos y materiales y el análisis económico de la oferta, además de 
exponer argumentos adicionales de viabilidad, como su experiencia contrastada 
en el mantenimiento de sistemas de protección de incendios, su interés en 
trabajar para la Universidad de León y la disponibilidad de proveedores fiables 
que garantizan plazos de entrega ajustados y precios competitivos. En 
particular, en cuanto al análisis económico, distingue entre el mantenimiento 
preventivo y el correctivo y desglosa el importe de la oferta económica (69.685 
euros -sin IVA-) distinguiendo gastos generales (16 % = 11.149,60 euros), 
beneficio industrial (6 % = 4.181,10 euros), seguridad y salud (2 % = 1393,70 
euros), personal (49.700 euros), vehículos y desplazamientos (1.725 euros), y 
materiales y consumibles (1.535,60 euros, de los que 1.228,48 se destinan al 
mantenimiento correctivo para reparaciones y sustituciones). 
 

Pues bien, la mesa de contratación consideró justificada la viabilidad de 
la oferta con fundamento en el informe técnico de 26 de noviembre de 2025, 
emitido por el director del Área de Ingeniería e Infraestructuras de la ULE, que 
motivó la aceptación de la oferta exponiendo que la adjudicataria fundamenta 
el bajo coste en dos aspectos fundamentales: la eficiencia operativa del 
personal (se presupuestan solo 12 semanas efectivas de trabajo anual para 
satisfacer las necesidades objeto del contrato) y la optimización de 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

7 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es 

 

infraestructuras y equipamiento, concluyendo que “La documentación presentada 
por la empresa refleja un enfoque con alcance total del servicio, abarcando sin 
omisiones relevantes los trabajos, medios y obligaciones previstos en el Pliego 
de Prescripciones Técnicas.  
 

»Tras el análisis de la justificación de la oferta anormalmente 
baja y constatada su coherencia formal con la Memoria Técnica y el Pliego de 
Prescripciones Técnicas, la empresa proporciona elementos suficientes que 
permiten apreciar la viabilidad de la propuesta en los términos establecidos en 
el contrato.  

 
»En consecuencia, no se aprecian elementos objetivos de 

carácter técnico o económico que permitan, por sí mismos, desestimar la oferta 
presentada (…)”. 

 
Acordada la adjudicación mediante resolución de la rectora de la ULE 

de 13 de enero de 2026, la competidora Extintores y Recargas, S.L. (solo han 
licitado dos empresas) interpuso recurso especial en materia de contratación 
contra la adjudicación (recurso 15/2026) cuestionando la viabilidad de la oferta 
dada la infravaloración de los costes asociados a sustitución de extintores 
caducados, y a realización de inspecciones obligatorias pendientes por los 
organismos de control autorizados (OCAs), entre otros aspectos. A tal efecto, 
realizaba un cálculo económico basándose en las instalaciones a mantener 
contenidas en el anexo I del PPT y unos precios aproximados (aunque no 
aportaba documentación o datos acreditativos de estos precios). 

 
En la Resolución 55/2026, de 12 de marzo, este Tribunal anuló la 

adjudicación por no motivar adecuadamente la aceptación de la oferta 
anormalmente baja; y concretamente se indicó: 

 
“En este caso, el informe técnico que analiza la justificación 

presentada por la licitadora afirma, de forma escueta, que la documentación 
presentada abarca `sin omisiones relevantes´ los trabajos, medios y 
obligaciones previstos en el Pliego de Prescripciones Técnicas.  

 
»Sin embargo, la recurrente, en el informe económico que anexa 

a su recurso, realiza una aproximación del coste económico del suministro de 
extintores nuevos por caducidad de los existentes y realización de inspecciones 
reglamentarias por organismos de control autorizados (OCAS) que excede 
notoriamente del importe presupuestado por la adjudicataria en la justificación 
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de su oferta, en la que cuantifica el importe de `materiales y consumibles´ en 
la cantidad de 1.535 euros (…).  

 
»El órgano de contratación no se ha pronunciado sobre estas 

alegaciones en su informe al recurso, limitándose a indicar que `En cualquier 
caso, la apreciación de la justificación que presenta un licitador sobre su oferta 
incursa en presunción de temeridad corresponde únicamente al órgano de 
contratación, que cuenta con un amplio margen de discrecionalidad técnica 
para apreciar si la propuesta es o no viable. Asimismo, se recuerda que los 
Tribunales de Contratación no exigen al licitador una justificación documental 
o excepcionalmente precisa, sino que basta con que aporte elementos que 
justifiquen la viabilidad´. 

 
»Examinando el PPT, se comprueba que el contrato incluye la 

obligación de la adjudicataria de asumir el coste de las inspecciones periódicas 
oficiales por organismo de control autorizado (OCA), y que existen varias 
inspecciones de edificios pendientes de realización según el Anexo I del PPT. 
Asimismo, el apartado 6 del PPT (`Desarrollo de los trabajos´) incluye dentro 
del objeto del contrato la `sustitución y reposición de cuantos elementos sea 
necesario como consecuencia de la caducidad y/o expiración de vida útil, legal 
o reglamentaria de los mismos´, reiterando en el apartado dedicado al 
`mantenimiento preventivo y predictivo´ la relevancia que adquiere la 
obligación de llevar a cabo las `sustituciones por caducidad referentes a 
extintores y bies´. En concreto, la recurrente cuantifica en más de 9.000 euros 
el suministro de 188 extintores nuevos que cumplen 20 años en el año 2026. 
Consta asimismo que la adjudicataria ha obtenido puntos en la oferta relativa 
a los criterios de adjudicación dependientes de juicio de valor que valoran la 
oferta de mejoras en cuanto a la subsanación de deficiencias en el CRAI-TIC 
y en materia de señalética de evacuación. 

 
»A la vista de todo ello, este Tribunal considera que la motivación 

del informe técnico, asumido por el órgano de contratación, es insuficiente 
para justificar la viabilidad de la oferta anormalmente baja formulada por la 
adjudicataria del contrato (…). 

 
»En este caso, aun siendo cierto que la desviación respecto de la 

baja considerada `normal´ es de un 8 % y que el requerimiento de justificación 
se realizó de forma genérica, la licitadora requerida presentó para justificar su 
oferta económica un análisis económico en el que un 71 % del presupuesto 
son gastos de personal, un 16 % gastos generales, un 6 % beneficio industrial, 
un 2 % seguridad y salud y el resto `materiales y consumibles´ y `vehículos 
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y desplazamientos´. Ante esta justificación, el órgano de contratación debió 
analizar y motivar la viabilidad de la oferta para hacer frente a las obligaciones 
de suministro de materiales, pruebas hidrostáticas y realización de inspecciones 
reglamentarias previstas en el PPT, solicitando, en su caso, las aclaraciones 
pertinentes a la licitadora. Esta conclusión viene reforzada a la vista del recurso 
formulado, puesto que la recurrente calcula un importe notablemente superior 
por esos conceptos y lo hace sobre la base de unos datos fácticos y elementos 
valorativos que no han sido rebatidos ni por el órgano de contratación ni por 
la adjudicataria en sus alegaciones al recurso.  

 
»En consecuencia, procede estimar parcialmente el recurso y 

acordar la nulidad de la adjudicación con retroacción del procedimiento al 
momento de la valoración de la justificación de la oferta anormalmente baja 
para que se emita nuevo informe técnico motivado y se formule por la mesa 
de contratación propuesta de aceptación o rechazo de la oferta, en los 
términos previstos por el artículo 149 de la LCSP”. 

 
En cumplimiento de esta resolución, y tras disponer la retroacción del 

procedimiento, el órgano de contratación solicita la emisión de un nuevo 
informe técnico externo y acuerda una nueva adjudicación a favor de Luna, 
S.L. mediante resolución de 5 de mayo de 2026, que es objeto de este recurso.  

 
5º.- Partiendo de los antecedentes que se acaban de exponer, debe 

indicarse, en primer lugar, que la resolución de adjudicación no contiene 
acuerdo expreso sobre la aceptación o rechazo de la oferta anormalmente 
baja, limitándose a acordar la adjudicación sobre la base de la propuesta de 
adjudicación realizada por la mesa a favor de la oferta clasificada en primer 
lugar, la de Luna, S.L.  

 
Es la mesa de contratación, en la sesión de 4 de mayo de 2026, según 

acta de la misma publicada en la PLACSP el 6 de mayo de 2026, la que acuerda 
la aceptación de esta oferta en presunción de anormalidad con remisión al 
informe jurídico-técnico encargado a un profesional externo a la ULE. Según 
el acta indicada, “El 15 de enero de 2026 la empresa Extintores y Recargas, 
S.L. interpuso recurso especial en materia de contratación contra la 
adjudicación del Expediente SER025/2025 relativo al `Servicio de 
mantenimiento de detección, protección y extinción de los sistemas contra 
incendios, en los edificios de la Universidad de León y detección de gases 
combustibles en laboratorios´ ante el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla en León.  
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»Dicho Tribunal estimó parcialmente el recurso al considerar que 
la motivación del informe técnico, asumido por el órgano de contratación, 
resultaba insuficiente para justificar la viabilidad de la oferta anormalmente 
baja presentada por la empresa adjudicataria, acordando la nulidad de la 
adjudicación y la retroacción del procedimiento al momento de la valoración 
de la justificación de la oferta anormalmente baja, a fin de que se emitiese un 
nuevo informe técnico debidamente motivado y la mesa de contratación 
formulase la correspondiente propuesta de aceptación o rechazo de la oferta, 
conforme a lo previsto en el artículo 149 de la LCSP.  

 
»A la vista de lo anterior, la mesa de contratación solicitó la 

emisión de un nuevo informe jurídico-económico sobre la viabilidad de la oferta 
de la empresa Luna, S.L. 

 
»Examinado dicho informe la mesa concluye que la justificación 

está suficientemente razonada y fundamentada, por lo que acuerda su 
aceptación”. 

 
Pues bien, aunque dicho acuerdo ha sido adoptado por la mesa, que 

únicamente tiene competencia para realizar la propuesta correspondiente y 
carece de competencia para acordar la aceptación o rechazo de ofertas 
anormalmente bajas (artículo 149.6 de la LCSP), la aceptación ha sido avalada 
tácitamente por el órgano de contratación al adjudicar el contrato a la licitadora 
que realizó dicha oferta anormalmente baja. El Tribunal Administrativo Central 
de Recursos Contractuales (TACRC) ha admitido que este defecto invalidante 
(la falta de competencia de la mesa) puede ser convalidado con posterioridad 
por el órgano de contratación, validando los argumentos de la mesa para 
acordar una exclusión para la que carecía de competencia con ocasión del 
informe emitido en relación con el recurso especial (Resolución 1435/2025, de 
9 de octubre), como ha ocurrido también en este caso.  

 
Por otra parte, el recurrente no desconoce que dicho acuerdo ha sido 

adoptado con fundamento en un nuevo informe técnico. Precisamente esto 
fue lo que resolvió este Tribunal en la resolución que anuló la adjudicación 
previa, con retroacción del procedimiento para la emisión de un nuevo informe 
técnico que permitiera motivar de forma adecuada la aceptación de la oferta 
anormalmente baja. El acta de la mesa, publicada en la PLACSP, expresamente 
remite a dicho informe técnico, siendo admitida, según jurisprudencia reiterada, 
la motivación por remisión a los informes correspondientes. En este sentido, 
la Sentencia 1905/2024, de 2 de diciembre, del Tribunal Supremo, cita la 
sentencia del mismo Tribunal de 11 de febrero de 2011 que declaró lo siguiente: 
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“Quinto.- Siguiendo con las exigencias propias de la motivación, debemos 
añadir que la motivación puede contenerse en el propio acto, o bien puede 
realizarse por referencia a informes o dictámenes, ex artículo 89.5 de la Ley 
30/1992 cuando se incorporen al texto de la misma. Ahora bien, esta exigencia 
de la incorporación de los informes, contenida en el mentado artículo 89.5 `in 
fine´, ha sido matizada por la jurisprudencia de este Tribunal Supremo -
Sentencias de 21 de noviembre de 2005, 12 de julio de 2004, 7 de julio de 2003, 
16 de abril de 2001, 14 de marzo de 2000 y 31 de julio de 1990- en el sentido 
de considerar que si tales informes constan en el expediente administrativo y 
el destinatario ha tenido cumplido acceso al mismo, la motivación mediante 
esta técnica ̀ in aliunde´ satisface las exigencias de la motivación, pues permite 
el conocimiento por el receptor del acto de la justificación de lo decidido por 
la Administración”. La citada Sentencia 1905/2024 señala que “Esta doctrina 
hay que conectarla hoy con el vigente artículo 88.6 de la Ley 39/2015, que de 
manera expresa nos dice que: `La aceptación de informes o dictámenes servirá 
de motivación a la resolución cuando se incorporen al texto de la misma´”. 

 
Pues bien, el informe técnico al que se remite la mesa de contratación 

obra en el expediente y el recurrente pudo acceder al mismo conforme a lo 
dispuesto en el artículo 52 de la LCSP, por lo que no se aprecia la indefensión 
alegada por el hecho de que la resolución de adjudicación no incorpore 
explícitamente la motivación de la aceptación de la oferta anormalmente baja.  

 
6º.- En cuanto a la motivación de la aceptación de la oferta 

anormalmente baja, debe partirse de lo resuelto por este Tribunal en la 
Resolución 55/2026 y de la justificación aportada en su momento por la 
adjudicataria, puesto que no se ha realizado un nuevo requerimiento de 
aclaración de la justificación, limitándose la mesa a solicitar un nuevo informe 
técnico externo sobre la viabilidad de la oferta a la vista de la justificación ya 
aportada por Luna, S.L. En consecuencia, ni hay una nueva justificación (puesto 
que no se han solicitado aclaraciones a la adjudicataria) ni se ha producido una 
variación sustancial del planteamiento económico del adjudicatario, como alega 
la recurrente en el hecho tercero de su recurso. 

 
Por otra parte, la recurrente sostiene fundamentalmente que, dada la 

retroacción acordada por este Tribunal en la Resolución 55/2026, el órgano de 
contratación debía motivar específicamente la viabilidad de la oferta económica 
de la adjudicataria en cuanto a ciertas partidas críticas (materiales, pruebas, 
inspecciones OCA y demás obligaciones del PPT), incurriendo, en su defecto, 
en infracción del artículo 149 de la LCSP por falta de evaluación y motivación 
suficiente. Asimismo, sostiene que debió motivarse expresamente que la 
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estructura de costes no es incompatible con las obligaciones sociales, laborales, 
medioambientales y de subcontratación previstas en el citado artículo 149 de 
la LCSP. 

 
Pues bien, a la hora de valorar la suficiencia de la justificación de una 

oferta anormalmente baja debe partirse de la doctrina de la discrecionalidad 
técnica, que se ha acogido plenamente por los tribunales administrativos de 
recursos contractuales. Como señalan, por todas, las resoluciones 164/2019, 
de 30 de octubre, 135/2021, de 23 de septiembre, o 82/2022, de 9 de junio, 
de este Tribunal, “Ello supone que, al tratarse de aspectos que se evalúan con 
criterios estrictamente técnicos, el Tribunal no puede corregirlos aplicando 
criterios jurídicos, sin perjuicio de que puedan ser objeto de análisis cuestiones 
como las antes apuntadas (aspectos formales de la valoración, como las 
normas de competencia o de procedimiento, por ejemplo; que en la valoración 
no se hayan aplicado criterios arbitrarios o discriminatorios; o que se haya 
incurrido en omisión o error material al efectuarla). Fuera de estos aspectos, 
el Tribunal debe respetar los resultados de dicha valoración”. 

 
También ha señalado este Tribunal (por todas, resoluciones 70/2021, 

de 20 de mayo, 186/2019, de 5 de diciembre, y 112/2024, de 29 de agosto) 
que “la decisión sobre si la oferta puede cumplirse o no corresponde al órgano 
de contratación sopesando las alegaciones formuladas por la empresa 
licitadora y los informes emitidos por los servicios técnicos. Evidentemente ni 
las alegaciones mencionadas ni los informes tienen carácter vinculante para el 
órgano de contratación que debe sopesar adecuadamente ambos y adoptar 
su decisión en base a ellos. (…). De acuerdo con ello, es imprescindible que el 
informe de los servicios técnicos esté suficientemente motivado, pudiendo ser 
esa motivación sucinta, a los efectos de que la mesa de contratación primero, 
en su propuesta, y el órgano de contratación después, en su decisión, puedan 
razonar o fundar su decisión (…)”.  

 
Por lo tanto, es necesaria una mínima motivación de la aceptación que 

permita comprobar la razonabilidad de la decisión adoptada y al respecto, 
como ha señalado el TACRC, “el rechazo de la oferta exige una motivación más 
intensa, habida cuenta de su relevancia, que razone por qué las justificaciones 
del licitador no explican satisfactoriamente el bajo nivel de precios ofertados. 
A diferencia de la admisión de la justificación presentada por el licitador, caso 
en el que no consideramos necesario que se contenga una motivación 
exhaustiva (resolución 622/2022 de 26 de mayo)”. 
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En este caso, la motivación de la aceptación de la oferta anormalmente 
baja se sustenta, fundamentalmente, en un nuevo informe jurídico-económico 
de 27 de abril de 2026, que incorpora un anexo con un informe técnico, ambos 
suscritos por letrado que manifiesta haber sido requerido por la ULE a tal 
efecto. En relación con la emisión de informes externos, debe indicarse que el 
artículo 326.5, párrafo 4º, de la LCSP prevé que “Las Mesas de contratación 
podrán, asimismo, solicitar el asesoramiento de técnicos o expertos 
independientes con conocimientos acreditados en las materias relacionadas 
con el objeto del contrato. Dicha asistencia será autorizada por el órgano de 
contratación y deberá ser reflejada expresamente en el expediente, con 
referencia a las identidades de los técnicos o expertos asistentes, su formación 
y su experiencia profesional”. Se advierte que estos extremos no constan 
acreditados en el expediente.   

 
Este informe motiva que las ventajas competitivas enumeradas por la 

adjudicataria en la justificación de su oferta permiten realmente una reducción 
de costes, concretamente, la planificación de los trabajos, la eficiencia del 
personal cualificado adscrito al mismo, la disponibilidad de medios propios y 
la optimización logística, puesto que dispone de instalaciones en León (como 
ya indicaba en su memoria técnica) próximas al campus principal y puede 
integrar los desplazamientos a Ponferrada con otros mantenimientos 
habituales en la zona. En relación con el desglose económico, indica que no 
se han omitido partidas esenciales (contempla personal, desplazamientos, 
materiales, gastos generales, beneficio industrial y seguridad y salud). Destaca 
que el coste principal es el de personal (49.700 euros, que representa 
aproximadamente el 71 % de la oferta económica) “lo que evidencia que la 
empresa no formula una propuesta basada en una infradotación de mano de 
obra, sino en una concentración eficiente de jornadas y en la utilización de una 
estructura técnica ya existente”. También expone que la justificación económica 
es coherente con la memoria técnica, que obtuvo más puntuación que su 
competidora, y en la que asumía un “servicio ̀ Todo Riesgo´, con mano de obra 
especializada, materiales y repuestos originales, sustitución por caducidad o 
vida útil, software y licencias, pruebas reglamentarias, evidencias gráficas en 
plataforma digital y gestión integral mediante GMAO G3W”; y que “No se 
aprecia en la justificación presentada por Luna, S.L. ninguna reserva, salvedad 
o limitación del alcance contractual. La empresa declara expresamente su 
compromiso de cumplir íntegramente el pliego y la normativa vigente, 
garantizando la calidad y seguridad en la ejecución del contrato, así como su 
disposición al cumplimiento del PPT y a la aportación de documentación 
acreditativa de capacidad, permisos, clasificaciones y solvencia.  
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»Tampoco se identifica infracción de obligaciones laborales o de 
seguridad y salud. La empresa incluye una partida específica de seguridad y 
salud, afirma aplicar el convenio de referencia para calcular costes de personal 
y vincula la prestación a trabajadores cualificados con experiencia en PCI. El 
informe técnico obrante en el expediente ya señaló que la documentación 
presentada refleja un enfoque con alcance total del servicio, sin omisiones 
relevantes de trabajos, medios u obligaciones previstos en el PPT, y que no se 
apreciaban elementos objetivos de carácter técnico o económico que 
permitieran desestimar la oferta (…)”. 

 
Pues bien, considerando la justificación económica de la adjudicataria, 

su memoria técnica y las obligaciones exigidas en el PPT, que a su vez deben 
ponerse en conexión con los edificios y elementos a mantener que de forma 
orientativa enumera el Anexo I del PPT (según la recurrente, se trata de 50 
edificios -41 en León y 9 en Ponferrada- y 4.979 equipos), puede aceptarse, 
como indica el nuevo informe técnico de 27 de abril de 2026, que es posible 
la reducción de costes directos e indirectos incluidos en el presupuesto de 
licitación mediante una adecuada planificación basada en el estudio previo y 
la experiencia, organización eficiente del personal, disponibilidad de medios 
propios y organización logística. También lo es que la adjudicataria, en su 
memoria técnica, asume el compromiso de cumplir las obligaciones previstas 
en el PPT, indicando que “El objeto del contrato es garantizar el mantenimiento 
integral de los sistemas de protección contra incendios (PCI) y detección de 
gases combustibles en los edificios de la Universidad de León, asegurando su 
operatividad y cumplimiento normativo conforme al Real Decreto 513/2017 y 
demás legislación aplicable (Código Técnico de Edificación, normativa municipal, 
PRL, etc.).  

 
»El servicio se prestará bajo la modalidad `Todo Riesgo´, que 

incluye:  
 

»• Mano de obra especializada, desplazamientos y medios 
auxiliares.  

 
»• Materiales y repuestos originales, así como sustitución 

por caducidad o vida útil. 
 
»• Software y licencias para programación y actualización 

de centrales PCI.  
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»• Pruebas reglamentarias (hidrostáticas, caudal y presión) 
y evidencias gráficas en plataforma digital.  

 
»• Gestión integral mediante GMAO G3W, garantizando 

trazabilidad y coordinación con SOM.  
 

»Este alcance comprende mantenimiento preventivo, predictivo 
y correctivo, así como la elaboración de informes técnicos, participación en 
simulacros y formación del personal designado por la Universidad”. 

 
El informe técnico también motiva que no hay una infradotación del 

coste de personal ni un incumplimiento del convenio colectivo aplicable, puesto 
que “El coste principal se concentra en personal. La empresa calcula el coste 
directo considerando 3 técnicos y 1 ingeniero durante 12 semanas efectivas: 
17.100 euros para técnicos y 7.800 euros para ingeniero, con un total directo 
de 24.900 euros. Añadiendo cargas sociales y costes indirectos, eleva la 
partida de personal a 49.700 euros, distribuida entre preventivo y correctivo.  

 
»Este dato resulta relevante: el personal representa 

aproximadamente el 71% de la oferta económica, lo que evidencia que la 
empresa no formula una propuesta basada en una infradotación de mano de 
obra, sino en una concentración eficiente de jornadas y en la utilización de una 
estructura técnica ya existente (…)”.   

 
En la justificación económica la adjudicataria indica expresamente, en 

cuanto al coste de personal, que “se calcula considerando 3 técnicos y 1 
ingeniero industrial. Según el Convenio del Comercio del Metal de León, el 
coste semanal por técnico es de 475 €, y por ingeniero 650 €. Se estiman 12 
semanas efectivas de trabajo preventivo y correctivo al año”. De hecho, la 
recurrente, que en el apartado VIII de su recurso alude a la “indebida 
aceptación de oferta potencialmente incompatible con obligaciones sociales, 
laborales y de subcontratación”, ni ahora ni en el recurso contra la adjudicación 
anterior acredita que el importe consignado para personal incumpla los 
convenios colectivos aplicables.   

 
Ahora bien, lo que se indicó en la Resolución 55/2026 y el motivo de la 

retroacción del procedimiento fue que en el desglose económico se presupuestó 
una mínima cantidad (1.535 euros) para “materiales y consumibles” y la mayor 
parte de los costes directos (aproximadamente un 71 %) eran gastos de 
personal, por lo que, dadas las alegaciones realizadas por la recurrente en el 
“informe económico” aportado -no rebatidas mínimamente por el órgano de 
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contratación ni por la adjudicataria en sus alegaciones al recurso previo-, y a 
la vista de las obligaciones contenidas en el PPT, entre ellas singularmente la 
realización inspecciones por OCA pendientes (45 -de los 50 edificios de la ULE- 
según la recurrente), debía motivarse adecuadamente la viabilidad de la oferta 
en cuanto a estos costes. El PPT, en el apartado 4.3, dispone expresamente 
que “La empresa adjudicataria estará obligada a realizar las OCAs 
correspondientes de los edificios relacionados en el anexo I de acuerdo a la 
normativa aplicable en cada caso, siendo el coste de esta inspección por cuenta 
de la adjudicataria y deberán ser realizadas todas las inspecciones durante la 
vigencia del contrato o en su defecto previo calendario pactado con el SOM”. 
El PPT también indica en el apartado 6 que “se entenderán incluidos en el 
precio del contrato la sustitución y reposición de cuántos elementos sea 
necesario como consecuencia de la caducidad y/o expiración de la vida útil, 
legal o reglamentaria de los mismos”.  

 
Pues bien, ni el nuevo informe técnico emitido ni el órgano de 

contratación en su informe al recurso ni la adjudicataria en sus alegaciones 
motivan esta cuestión. No se analiza la coherencia del desglose de la oferta, 
realizado en la justificación presentada, con las obligaciones exigidas en el PPT 
y asumidas en la memoria técnica, singularmente en cuanto al coste de 
materiales por sustitución o caducidad e inspecciones OCA. El presupuesto de 
licitación, determinado a tanto alzado, tampoco explica el desglose realizado 
ni se explica por el órgano de contratación cómo ha calculado este presupuesto 
ni los conceptos incluidos en el mismo, y el informe al recurso se limita a 
remitirse al informe técnico de 27 de abril de 2026. Por su parte, la 
adjudicataria, en sus alegaciones, se limita a indicar: “No debemos olvidar que 
es la recurrente la que en el pasado había sido adjudicataria del contrato que 
ahora nos ocupa, y que lo que está pretendiendo con el presente recurso es 
impedir que un competidor directo suyo acceda a prestar un servicio a la 
administración cuando la oferta de esta parte es sustancialmente mejor para 
la administración. Las condiciones de la oferta en base a la cual se adjudica el 
contrato pueden ofrecerse gracias a la estructura de la empresa y a su personal, 
que le permiten ahorrar costes con respecto a otras empresas del sector”. Y 
añade que “Obra en el expediente toda la documentación con la que mi 
representada justificó los cálculos de su oferta, incluyendo expresamente un 
análisis técnico y operativo que acredita la correcta ejecución del servicio, y la 
plena viabilidad económica de la propuesta.  

 
»Así las cosas, difícilmente puede hablarse de indefensión cuando 

obran en el expediente a disposición de la recurrente los documentos que 
explican de forma suficiente y razonada la decisión de la administración (…)”. 
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Por consiguiente, sigue sin motivarse adecuadamente con qué partidas 
y en qué medida puede financiarse el coste que representan las múltiples 
inspecciones por OCA pendientes de realización en varios de los edificios de la 
ULE o la viabilidad económica para el suministro de múltiples equipos por 
caducidad. El cuestionamiento económico realizado por la recurrente en su 
recurso contra la adjudicación de 13 de enero de 2026 incluía datos concretos, 
conforme al anexo I del PPT, que siguen sin analizarse, como el coste de 45 
inspecciones por OCA pendientes de realización en varios edificios de la ULE o 
la reposición por caducidad en 2026 de 188 extintores (122 de polvo de 6 kg 
y 66 de CO2 de 5 kg), todas ellas prestaciones exigibles conforme al PPT, como 
se analizaba en la Resolución 55/2026, que expresamente ordenó la retroacción 
para que se motivara mínimamente lo reducido de la partida dedicada a 
“materiales y consumibles” y la suficiencia de la oferta económica para hacer 
frente a las inspecciones por OCA, exigidas en el PPT. Tampoco consta que se 
haya requerido a la adjudicataria ninguna aclaración al respecto.  

 
En consecuencia, debe considerarse que el órgano de contratación no 

motiva adecuadamente la aceptación de la oferta anormalmente baja de la 
adjudicataria al omitir la motivación de la suficiencia de la misma para hacer 
frente a algunas de las obligaciones expresamente consignadas en el PPT, tal 
como se requirió tras la retroacción ordenada por la Resolución 55/2026, 
incumpliendo el artículo 149 de la LCSP.  

 
Por lo expuesto, y por razones de congruencia con lo solicitado por el 

recurrente (que no solicita expresamente la exclusión de la oferta anormalmente 
baja por la insuficiencia de la justificación presentada y la falta de motivación 
de su aceptación, sino la “retroacción de actuaciones al momento procedimental 
oportuno para una nueva valoración motivada de la justificación de la oferta 
anormalmente baja”), procede estimar el recurso y anular la adjudicación, 
ordenando la retroacción para una nueva valoración motivada de la 
justificación de la oferta anormalmente baja, en los términos requeridos por la 
Resolución 55/2026 y reiterados en este recurso, teniendo en cuenta que la 
aceptación de la oferta anormalmente baja debe ser acordada por el órgano 
de contratación (y no por la mesa de contratación), incorporando a la resolución 
que adopte la motivación de la decisión adoptada. 

 
En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 
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III 
RESUELVE 

 
Primero.- Estimar parcialmente el recurso especial en materia de 

contratación interpuesto por Extintores y Recargas, S.L. contra la resolución 
de 5 de mayo de 2026 de la rectora de la Universidad de León por la que se 
adjudica a Luna, S.L. de Material Contra Incendios el contrato del servicio de 
mantenimiento de detección, protección y extinción de los sistemas contra 
incendios en los edificios de la Universidad de León y detección de gases 
combustibles en laboratorios (expediente SER025/2025), anulando la 
adjudicación, con retroacción del procedimiento al momento de la valoración 
de la justificación de la oferta anormalmente para la motivación de la 
aceptación de la oferta anormalmente baja en los términos expuestos en la 
consideración jurídica 6ª, continuando el procedimiento por sus trámites hasta 
la adjudicación, en su caso.  

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación 

de acuerdo con el artículo 57.3 de la LCSP. 
 
Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 
Cuarto.- El órgano de contratación deberá dar conocimiento a este 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León de las 
actuaciones adoptadas para dar cumplimiento a esta resolución. 

 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 

de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), contra esta 
resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el 
día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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